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Revisión 

Administrativa 
procedente de la 

Comisión Apelativa 
del Servicio Público 
 

Caso Núm.:  
2009-11-2584  
 

Sobre: Beneficios 
Marginales 

Panel Especial de Verano integrado por su presidente, el Juez 

Ramírez Nazario, el Juez Bonilla Ortiz y la Jueza Vicenty Nazario1  
 
Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de julio de 2017. 

Comparece la señora Bernice Candelario Arocho (señora 

Candelario o recurrente) y nos solicitan que revoquemos la Orden 

emitida el 13 de julio de 2017 por la Comisión Apelativa del Servicio 

Público (CASP). Mediante la referida Orden, la CASP declaró no ha 

lugar la moción de reconsideración presentada por la recurrente. 

Examinado el escrito de revisión y la moción en auxilio de 

jurisdicción que le acompaña, resolvemos desestimar el presente 

recurso por falta de jurisdicción. 

I. 

El 30 de noviembre de 2009 la señora Candelario presentó un 

recurso de apelación ante la CASP. En la misma, alegó que el 

Municipio de Caguas erró al no permitir que otros funcionarios 

públicos le cedieran “días por licencias”.  

                                                 
1  La Jueza Vicenty Nazario sustituye a la Jueza Brignoni Mártir, quien se 

encuentra fuera del Tribunal por causas justificadas. 
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Luego de varios trámites procesales que no es necesario 

pormenorizar, el 1 de junio de 2017 la CASP emitió una Orden 

concediéndole a la recurrente un término de veinte (20) días para 

mostrar causa por la cual no deberían imponerle una sanción 

económica por la cantidad de quinientos dólares ($500) por 

incumplir con la Orden del 27 de noviembre de 2013.2 A su vez, la 

CASP ordenó mostrar causa por el alegado abandono y falta de 

interés en el caso. A raíz de ello, el 6 de junio de 2017 la señora 

Candelario, por conducto de su representante legal, presentó una 

moción planteando que estaban preparados para atender la vista 

administrativa sin necesidad de presentar un Informe de 

Conferencia con Antelación a la Vista. 

Así las cosas, el 15 de junio de 2017 la CASP emitió una Orden 

declarando no ha lugar la moción presentada por la señora 

Candelario y ordenó el pago de quinientos dólares ($500) como 

sanción. El 5 de julio de 2017 la recurrente presentó una moción de 

reconsideración. El 17 de julio de 2017 la CASP emitió una Orden 

declarando no ha lugar la moción de reconsideración y ordenando 

el pago de la sanción so pena de desestimar su causa de acción.  

Inconforme, la recurrente acude ante este Tribunal de 

Apelaciones y nos plantea los siguientes señalamientos de error:  

Erró la CASP al imponer una sanción económica 
a la recurrente por aparente inacción de la recurrente 

cuando en realidad la inacción de autos proviene de la 
CASP que no ha citado fecha de vista desde el 2009 y 
debido a que la sanción de autos constituye una 

represalia al abogado que representa a la recurrente.  

Erró la CASP al imponer una sanción económica 

mediante Orden sin reconocer el derecho del afectado 
de revisar judicialmente dicha Orden al amparo de la 
sección 2165 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Ley Núm. 170 
de 12 de agosto de 1988 y de la doctrina de notificación 
defectuosa establecida en Colón Torres v. A.A.A., 

resuelto el 15 de mayo de 1997, 143 DPR 119 (1997). 

                                                 
2 Mediante Orden emitida el 27 de noviembre de 2013 la CASP le concedió a la 
recurrente un término de treinta (30) días para presentar su parte del Informe de 

Conferencia con Antelación a Vista. 
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Erró la CASP al imponer una advertencia de 
desestimación si no se pagase la sanción impuesta 

dentro de 10 días posterior a la notificación de la Orden 
del 17 de julio de 2017 debido a que la mencionada 
Orden no reconoce un derecho a revisar judicialmente 

la mencionada Orden y debido a que dicho término de 
cumplimiento de la Orden no puede ser menor al 
reconocido por ley para solicitar revisión judicial de la 

mencionada Orden según lo establece la sección 2165 
de la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico, Ley Núm. 170 de 12 de 
agosto de 1988. 

Erró la CASP al excederse de su poder 

sancionador al imponer una sanción económica de 
$500.00 a la parte apelante debido a que la misma se 
hizo en violación de 75 LPRA sección 2170a. 

 
II. 

La Ley de la Judicatura de 2003, Ley Núm. 201 de 22 de 

agosto de 2003, 4 LPRA sec. 24 et seq., dispone que el Tribunal de 

Apelaciones revisará, como cuestión de derecho, las decisiones, 

órdenes y resoluciones finales de los organismos o agencias 

administrativas conforme a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme. Véase el Artículo 4.006, 4 LPRA sec. 24(c).  

A su vez, la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley 38 de 30 de junio de 2017 (Ley Núm. 

38-2017), establece, en su sección 4.1, que las normas relativas a la 

revisión judicial se extienden a todas las órdenes, resoluciones y 

providencias adjudicativas dictadas por las agencias 

administrativas que no estén expresamente exceptuadas por ley. En 

particular, la Ley Núm. 38-2017 dispone que [u]na parte 

adversamente afectada por una orden o resolución final de una 

agencia y que haya agotado todos los remedios provistos por la 

agencia o por el organismo apelativo correspondiente podrá 

presentar un recurso de revisión judicial ante el Tribunal de 

Apelaciones dentro de un término de treinta (30) días a partir del 

archivo en autos de copia de la notificación de la orden o resolución 

final de la agencia [...].” (Énfasis nuestro). Mediante esta disposición, 

el estatuto limitó nuestra revisión a decisiones que cumplieran 



 

 

 

KLRA201700624 

 

4 

con dos requisitos: 1) que fueran órdenes o resoluciones finales 

de la agencia; y 2) que la parte adversamente afectada haya 

agotado todos los remedios provistos por la agencia 

administrativa. Junta Examinadora de Tecnólogos Médicos v. Elías, 

144 DPR 483 (1997). (Énfasis nuestro). 

En este sentido, para que una orden o resolución sea 

considerada final, se requiere que la misma le ponga fin al caso 

ante la agencia y que tenga efectos sustanciales sobre las partes. 

Comisionado de Seguros v. Universal Insurance, 167 DPR 21 (2006). 

Además, para que dicha decisión tenga carácter de finalidad debe 

incluir determinaciones de hecho, conclusiones de derecho y una 

advertencia sobre el derecho a solicitar reconsideración o revisión 

judicial. Igualmente, la misma debe estar firmada por el jefe de la 

agencia o por un funcionario autorizado. En fin, una orden o 

resolución final es aquella que pone fin a los procedimientos en 

un foro determinado. (Énfasis nuestro). Comisionado de Seguros v. 

Universal Insurance, supra; Crespo Claudio v. Oficina de Ética 

Gubernamental, supra; Junta Examinadora de Tecnólogos Médicos v. 

Elías, supra.  

Por su parte, se consideran resoluciones parciales o 

interlocutorias aquellas, que aun cuando adjudican algún derecho 

u obligación, no ponen fin a la controversia total sino a un 

aspecto específico de la misma. Una orden o resolución 

interlocutoria de una agencia no es revisable directamente. La 

disposición interlocutoria de la agencia podrá ser objeto de un 

señalamiento de error en el recurso de revisión de la orden o 

resolución final de la agencia. Una orden o resolución 

interlocutoria, incluyendo a aquellas que se emitan en 

procedimientos por etapas, no se revisarán directamente. (Énfasis 

nuestro). Sección 4.2 de la Ley Núm. 38-2017. Comisionado de 

Seguros v. Universal Insurance, supra.  
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Así, al limitar la revisión a las órdenes y resoluciones finales 

la Asamblea Legislativa se aseguró que la intervención judicial se 

realizara después que concluyeran los trámites administrativos 

y se adjudicaran todas las controversias pendientes ante la agencia. 

Junta Examinadora de Tecnólogos Médicos v. Elías, supra. La 

intención legislativa consistió en evitar una intromisión 

indebida y a destiempo en el trámite administrativo por parte 

de los tribunales. (Énfasis nuestro). Comisionado de Seguros v. 

Universal Insurance, supra.  

Por último, el Tribunal Supremo ha resuelto que los 

tribunales deben ser celosos guardianes de su jurisdicción, viniendo 

obligados a considerar dicho asunto aún en ausencia de 

señalamiento a esos efectos por las partes, esto es, motu proprio. 

Juliá et al. v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357 (2001); Vázquez v. 

A.R.P.E., 128 DPR 513 (1991); López Rivera v. Autoridad de Fuentes 

Fluviales, 89 DPR 414 (1963). Así, el tribunal que no tiene la 

autoridad para atender un recurso, solo tiene jurisdicción para así 

declararlo y desestimar el caso. Caratini v. Collazo, 158 DPR 345 

(2003); Vega Rodríguez v. Telefónica, 156 DPR 584 (2002); Pagán v. 

Alcalde Mun. Cataño, 143 DPR 314 (1997). No tenemos discreción 

para asumir jurisdicción donde no la hay. Gobernador de P.R. v. 

Alcalde de Juncos, 121 DPR 522 (1988); Rodríguez v. Registrador, 75 

DPR 712 (1953). Nuestro más alto foro judicial ha sido enfático al 

señalar que la falta de jurisdicción no puede ser subsanada, ni el 

Tribunal puede abrogársela. Martínez v. Junta de Planificación, 109 

DPR 839 (1980); Maldonado v. Pichardo, 104 DPR 778 (1976).  

III. 

De acuerdo al derecho antes esbozado, solo las órdenes o 

resoluciones finales de una agencia administrativa pueden ser 

objeto de un recurso de revisión judicial ante el Tribunal de 

Apelaciones.  Ello obedece a que este Tribunal de Apelaciones es uno 
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intermedio creado con el fin de revisar mediante el recurso de 

apelación las sentencias finales dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia, expedir auto de certiorari en los casos que así amerite 

sobre resoluciones u órdenes interlocutorias procedentes del Foro 

de Primera Instancia y revisar las decisiones finales emitidas por los 

organismos y agencias administrativas con facultad para ello. 

Véase, Artículo 4.006 de la Ley Núm. 201 de 22 de agosto de 2003, 

Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  

En el caso que nos ocupa, la señora Candelario intenta revisar 

una Orden del CASP que ordena el pago de una sanción económica 

por incumplimiento con una orden de la agencia. La misma no 

concluye el caso ante dicho organismo. Es claro que estamos ante 

una determinación interlocutoria, la cual no es revisable ante este 

Tribunal.  Ello porque, como vimos, este Tribunal solo tiene 

jurisdicción para atender y resolver un recurso de revisión judicial 

cuando se recurre de una orden o resolución final.  

En vista de que la señora Candelario nos solicita la revisión 

de una determinación que no adjudica finalmente su caso ante la 

CASP, nos encontramos impedidos de entender el recurso ante 

nuestra consideración. Carecemos de jurisdicción para ello.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se desestima el recurso 

presentado por falta de jurisdicción, así como la moción en auxilio 

de jurisdicción que le acompaña. 

Adelántese por correo electrónico o telefax y notifíquese 

inmediatamente por la vía ordinaria.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

    Mildred Ivonne Rodríguez Rivera   
Secretaria del Tribunal de Apelaciones, Interina 


